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DECRETO FORAL

Departamento de Diputado General
Servicio de Secretaría Técnica y Atención Ciudadana Nº expte.: 29/2019

Reconocimiento del derecho al acceso parcial a la información pública.

Mediante solicitud de fecha 23 de enero de 2019, xxxxx, en nombre y representación de la ASOCIACIÓN CULTURAL ATENEO REPUBLICANO DE ÁLAVA ERAIKI, solicita “disponer del listado de víctimas o represaliados del franquismo y lugares de memoria y cuantos elementos puedan contribuir a recuperar la memoria histórica relativa al Territorio de Álava y sus convecinos. Entre otras las resultantes de los testimonios recogidos en la Oficina de Víctimas abierta en 2018”.

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno (en adelante, LTAIBG), como ley básica en la materia, en su artículo 12.1 dispone que “Todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el artículo 105.b) de la Constitución Española, desarrollados por esta Ley”, entendiéndose por información pública “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones” (artículo 13 LTAIBG).


Asimismo, el artículo 17 de la Norma Foral 1/2017, de 8 febrero, de transparencia, participación ciudadana y buen gobierno del sector público del Territorio Histórico de Álava dispone: «Partiendo del principio de máxima accesibilidad a la información pública, la regla general debe ser la transparencia o el acceso y, la excepción, su denegación o limitación. Cualquier excepción ha de venir impuesta por una disposición con rango de ley o por la protección de algún derecho fundamental, e interpretarse en su aplicación de forma restrictiva y más favorable a la divulgación o el acceso a la información de que se trate. A tal efecto, se utilizarán las técnicas de disociación de datos personales y de acceso parcial a la información siempre al servicio del principio de máxima accesibilidad.»


Ahora bien, la LTAIBG establece también límites al derecho de acceso a la información pública (artículos 14 y 15); límites a los que la propia Norma Foral 1/2017, de 8 febrero, de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno del Sector Público del Territorio Histórico de Álava remite cuando dispone en su artículo 31 que el derecho de acceso a la información pública se limitará o denegará por las causas y en los términos previstos en la legislación básica. Asimismo, las causas de inadmisión están previstas en el artículo 34 de la Norma Foral de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno del Sector Público del Territorio Histórico de Álava, que a su vez remite a la norma básica; esto es, al artículo 18 de la LTAIBG.

La solicitud de información presentada por la ASOCIACIÓN CULTURAL ATENEO REPUBLICANO DE
ÁLAVA ERAIKI se refiere a tres elementos:






1.- El listado de víctimas o personas represaliadas del franquismo. 2.- El listado de lugares de memoria.
3.- Cuantos elementos puedan contribuir a recuperar la memoria histórica relativa al Territorio de Álava y sus convecinos. Entre otras las resultantes de los testimonios recogidos en la Oficina de Víctimas.

La respuesta a la petición de información se realizará, por tanto, analizando cada uno de los objetos de información referidos en la solicitud.

1.- Listado de víctimas del franquismo.

El listado de víctimas de que dispone esta Administración tiene su origen en un trabajo de investigación contratado por la Diputación Foral de Álava en el año 2009 al Instituto de Historia Social Valentín de Foronda, que se realizó en base a una investigación realizada sobre documentos obrantes en expedientes administrativos y judiciales de diversa índole.

Con las personas identificadas como víctimas del franquismo se habilitó un buscador —similar a los de otras administraciones públicas—, accesible a través de la página web de la Diputación Foral de Álava: http://www.araba.eus/inetrepr/INETPROY0001Consulta.aspx?idi=es. Este buscador permite constatar, introduciendo su nombre o alguno de los apellidos, si una persona concreta está incluida dentro de la base de datos de víctimas del franquismo. De este modo, se facilita el posterior acceso y consulta de la documentación obrante en el Archivo del Territorio Histórico de Álava relativa a dicha persona.

La documentación que sirvió de base para la confección de dicho listado es copia de documentos de expedientes administrativos y judiciales estatales custodiados a su vez en archivos de titularidad estatal, que en su momento recabó el Instituto de Historia Social Valentín de Foronda. Esa documentación obra en el Archivo del Territorio Histórico para su consulta.

La petición se refiere, por tanto, a datos de carácter personal, por lo que resulta de aplicación los límites previstos en el artículo 15 de la LTAIBG, derivados del sistema de protección de datos de carácter personal:

«Artículo 15. Protección de datos personales.
1. Si la información solicitada contuviera datos personales que revelen la ideología, afiliación sindical, religión o creencias, el acceso únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso y por escrito del afectado, a menos que dicho afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con anterioridad a que se solicitase el acceso.
Si la información incluyese datos personales que hagan referencia al origen racial, a la salud o a la vida sexual, incluyese datos genéticos o biométricos o contuviera datos relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas que no conllevasen la amonestación pública al infractor, el acceso solo se podrá autorizar en caso de que se cuente con el consentimiento expreso del afectado o si aquel estuviera amparado por una norma con rango de ley.
2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos personales u otros derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en la
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divulgación que lo impida, se concederá el acceso a información que contenga datos meramente identificativos relacionados con la organización, funcionamiento o actividad pública del órgano.
3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal.
Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente en consideración los siguientes criterios:
a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos en el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.
b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el hecho de que tengan la condición de investigadores y motiven el acceso en fines históricos, científicos o estadísticos.
c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos únicamente contuviesen datos de carácter meramente identificativo de aquéllos.
d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos contenidos en el documento puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se refieran a menores de edad.
4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se efectúa previa disociación de los datos de carácter personal de modo que se impida la identificación de las personas afectadas.
5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al tratamiento posterior de los obtenidos a través del ejercicio del derecho de acceso.»
Ante las dudas que planteaba la aplicación de este artículo, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno y la Agencia Española de Protección de Datos, en su Criterio 2/2015, de 24 de junio de 2015, fijaron los pasos a seguir para su aplicación.

En primer lugar, habría que valorar si la información solicitada contiene o no datos de carácter personal, entendiéndose por estos los definidos en el artículo 4 del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (en adelante, Reglamento general de protección de datos). El artículo 4.1 del Reglamento general de protección de datos define los datos de carácter personal como
«toda información sobre una persona física identificada o identificable («el interesado»); se considerará persona física identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de identificación, datos de localización, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad física, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona». Por ello, sin lugar a dudas, se puede decir que la información solicitada contiene datos de carácter personal, como son los nombres y apellidos de personas.







En segundo lugar, habría que valorar si los datos son o no datos especialmente protegidos en los términos del artículo 9 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales y del artículo 9 del Reglamento de protección de datos;
«datos personales que revelen el origen étnico o racial, las opiniones políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, o la afiliación sindical, y el tratamiento de datos genéticos, datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona física, datos relativos a la salud o datos relativos a la vida sexual o las orientación sexuales de una persona física».

Una de las posibles interpretaciones es que, dado el carácter del listado, a pesar de que en sí mismo no recoge más que nombres y apellidos, se podría llegar a interpretar que, por el sesgo de la propia lista, la mera inclusión en la misma puede considerarse intrínsecamente como manifestación de la ideología, por lo que tratándose de datos relativos a personas vivas, necesariamente habría de contar con su consentimiento expreso y por escrito (artículo 15.1 LTAIBG).

En similares términos, cabe citar el Dictamen de 25 de mayo de 2010 de la Agencia Española de Protección de Datos, en el que se pronunció sobre la oportunidad de difusión universal de un listado de víctimas de la Guerra Civil o represaliados del franquismo y estableció que, en caso de tratarse de personas no fallecidas, debería obtenerse el consentimiento de los interesados para la divulgación de sus datos.

En consecuencia, la cesión de los datos requeriría el consentimiento expreso y por escrito de cada una de las personas afectadas. Sin embargo, en el trabajo realizado por el Instituto Valentín de Foronda en muy pocos casos se recoge si las personas que aparecen en el listado han fallecido y la fecha cierta de fallecimiento. En definitiva, requerir el consentimiento para la cesión de los datos pasaría necesariamente por, en primer lugar, comprobar uno por uno, en los correspondientes Registros Civiles el hecho del fallecimiento de las casi 6.000 personas cuyo dato de fallecimiento se desconoce y, en segundo lugar, recabar el consentimiento de aquellas personas que estén vivas.

Por tanto, dar respuesta a la petición excedería de los límites del artículo 18 de la LTAIBG; en concreto, incurriría en la causa de inadmisión prevista en el artículo 18.1, apartado c): “Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración”, y de acuerdo con la previsión del artículo 34.1 de la Norma Foral de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno del Sector Público del Territorio Histórico de Álava.
En relación a esta causa de inadmisión, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno ha dictado el criterio interpretativo CI/007/2015 y ha entendido que cabe apreciar la causa de inadmisión del artículo 18.1.c) de la LTAIBG “cuando la información que se solicita, perteneciendo al ámbito funcional de actuación del organismo o entidad que recibe la solicitud, deba: a) Elaborarse expresamente para dar una respuesta, haciendo uso de diversas fuentes de información, o b) Cuando dicho organismo o entidad carezca de los medios técnicos que sean necesarios para extraer y explotar la información concreta que se solicita, resultando imposible proporcionar la información solicitada”.

Aunque se negara que los datos solicitados no son datos personales especialmente protegidos, entonces, siguiendo el antes citado Criterio 2/2015, de 24 de junio, del Consejo de Transparencia del Estado y la Agencia Española de Protección de Datos, llegaríamos a una conclusión similar.






En caso de considerarse que los datos solicitados no están sujetos al régimen de especial protección, entonces habría que valorar si son o no exclusivamente datos meramente identificativos relacionados con la organización, el funcionamiento o la actividad pública del órgano o entidad correspondiente. Evidentemente, no se trata de este tipo de datos por lo que, según el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno y la Agencia Española de Protección de Datos, para dar o no acceso a la información habría que efectuar la ponderación prevista en el artículo 15 número 3 de la LTAIBG. Es decir, el órgano al que se dirija la solicitud concederá o no el acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal.

Dado que se trata de más de 6.000 personas las que conforman el listado, no es posible realizar una ponderación individual caso por caso entre el interés de divulgación de la información y la existencia de otros derechos fundamentales de las víctimas o de sus familiares (no solo del derecho fundamental a la protección de datos, sino de otros derechos fundamentales, como pudiera ser el derecho a la intimidad). En consecuencia, en aras a facilitar el acceso a la información, deben aplicarse los plazos de la normativa de patrimonio histórico a los que se refiere el artículo 15.3.a de la LTAIBG: «El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos en el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español».

A similar conclusión se llega si se aplican los criterios de interpretación de la Agencia Vasca de Protección de Datos en relación al acceso a los documentos relativos a la Guerra Civil y el franquismo. En este sentido, la Ley de Memoria Histórica, en conformidad con la Ley 16/1985, de 25 de junio, de Patrimonio Histórico Español, declara patrimonio documental los documentos obrantes en archivos privados y públicos relativos a la Guerra Civil y la dictadura franquista y regula el acceso a dicho patrimonio documental en su artículo 22:
«Derecho de acceso a los fondos de los archivos públicos y privados.
1. A los efectos de lo previsto en esta Ley, se garantiza el derecho de acceso a los fondos documentales depositados en los archivos públicos y la obtención de las copias que se soliciten.
2. Lo previsto en el apartado anterior será de aplicación, en sus propios términos, a los archivos privados sostenidos, total o parcialmente, con fondos públicos.
3. Los poderes públicos adoptarán las medidas necesarias para la protección, la integridad y catalogación de estos documentos, en particular en los casos de mayor deterioro o riesgo de degradación.»

En relación a dicho artículo, la Agencia Vasca de Protección de Datos ha emitido varios dictámenes concretando su alcance. En este sentido, la Agencia Vasca de Protección de Datos reconduce la posibilidad de acceso al patrimonio documental de la Guerra Civil y el franquismo al régimen de acceso al patrimonio documental “general”; es decir, al régimen de acceso contenido en las normas de patrimonio histórico (Dictamen CN17-019):
«Es importante a nuestro juicio resaltar que el acceso libre a los fondos documentales se reconoce “a los efectos de lo previsto en esta ley” esto es, para satisfacer el derecho a obtener una Declaración de reparación y reconocimiento personal a quienes durante la Guerra Civil y la Dictadura padecieron los efectos de las condenas, sanciones y cualesquiera






formas de violencia personal producidas por razones políticas, ideológicas o de creencia religiosa, durante la Guerra Civil, así como las sufridas por las mismas causas durante la Dictadura.
En nuestra opinión no debe perderse de vista la finalidad perseguida por la ley a la hora de interpretar el libre acceso a los fondos documentales. Así, en el artículo 4.2 de la ley se reconoce el derecho a la declaración de reparación y reconocimiento a “las personas afectadas y, en caso de que las mismas hubieran fallecido, el cónyuge o persona ligada por análoga relación de afectividad, sus ascendientes, sus descendientes y sus colaterales hasta el segundo grado”.
No parece tratarse de un acceso indiscriminado con fines de investigación, sino de un acceso libre para las personas afectadas, siendo a nuestro juicio de aplicación para los terceros, el régimen general de acceso previsto en la Ley de Patrimonio Histórico Español.
La Disposición Final primera de la Ley habilita al gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y aplicación de lo establecido en ella. Si bien por Real Decreto 697/2007, de 1 de junio, se crea el Centro Documental de la Memoria Histórica, esta norma reglamentaria no matiza el libre acceso a los fondos documentales depositados en los archivos públicos que se declara en el artículo 22.1 de la Ley. Sin embargo y toda vez que la presente ley no deroga el régimen de plazos recogido en la legislación archivística, a nuestro juicio habrá de estarse a lo dispuesto en ella.»
En este sentido, la Ley 16/1985, de la Ley de Patrimonio Histórico Español dispone lo siguiente:
Artículo 57. [Consulta de los documentos del Patrimonio Documental Español]
1. La consulta de los documentos constitutivos del Patrimonio Documental Español a que se refiere el artículo 49. 2 se atendrá a las siguientes reglas:
a) Con carácter general, tales documentos, concluida su tramitación y depositados y registrados en los Archivos centrales de las correspondientes entidades de Derecho Público, conforme a las normas que se establezcan por vía reglamentaria, serán de libre consulta a no ser que afecten a materias clasificadas de acuerdo con la Ley de Secretos Oficiales o no deban ser públicamente conocidos por disposición expresa de la Ley, o que la difusión de su contenido pueda entrañar riesgos para la seguridad y la defensa del Estado o la averiguación de los delitos.
b) No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cabrá solicitar autorización administrativa para tener acceso a los documentos excluidos de consulta pública. Dicha autorización podrá ser concedida, en los casos de documentos secretos o reservados, por la Autoridad que hizo la respectiva declaración, y en los demás casos por el Jefe del Departamento encargado de su custodia.
c) Los documentos que contengan datos personales de carácter policial, procesal, clínico o de cualquier otra índole que puedan afectar a la seguridad de las personas, a su honor, a la intimidad de su vida privada y familiar y a su propia imagen, no podrán ser públicamente consultados sin que medie consentimiento expreso de los afectados o hasta que haya transcurrido un plazo de veinticinco años desde su muerte, si su fecha es conocida o, en otro caso, de cincuenta años, a partir de la fecha de los documentos.






2. Reglamentariamente se establecerán las condiciones para la realización de la consulta de los documentos a que se refiere este artículo, así como para la obtención de reproducciones de los mismos.
En similares términos, el artículo 60 de la Ley de Patrimonio Cultural Vasco y el artículo 19 del Decreto 232/2000, de 21 de noviembre, por el que se aprueban el Reglamento de los Servicios de Archivo y las normas reguladoras del Patrimonio Documental del País Vasco, disponen:
Artículo 60 de la Ley de Patrimonio Cultural Vasco.
1.  Los fondos de archivo públicos serán de acceso libre. El acceso sólo se limitará en los siguientes casos:
a)  De manera general, en las series documentales que contengan informaciones que hayan sido declaradas materias clasificadas en virtud de la legislación vigente sobre secretos oficiales, siempre que esta declaración no haya sido cancelada, o informaciones referentes a la vida privada y la intimidad de las personas y los secretos comerciales, industriales y científicos protegidos por la ley.
b)  De forma transitoria, en documentos, colecciones de documentos y fondos de archivo que tengan documentación deteriorada o en malas condiciones de conservación.
2.  Por vía reglamentaria se regularán las modalidades y criterios de acceso.» Artículo 19 del Decreto 232/2000, de 21 de noviembre. Condiciones
1. El derecho de acceso se regula según los siguientes criterios:
a)  Los ciudadanos tienen derecho a consultar los documentos, cualesquiera que sean su lenguaje y soporte material, siempre que, formando parte de un expediente, y de acuerdo al artículo 37.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, tales expedientes correspondan a procedimientos terminados en la fecha de solicitud.
b)  En caso de que la información contenida en los documentos afecte a la seguridad, honor, intimidad, propia imagen o a cualesquiera otros datos de carácter personal cuya reserva tutelan las leyes, éstos no podrán ser consultados, salvo que medie consentimiento expreso de los afectados. Se podrán consultar, en todo caso, cuando haya transcurrido, o bien un plazo de veinticinco años desde el fallecimiento, si la fecha de éste es conocida, o bien un plazo de cincuenta años a partir de la fecha de los documentos.
c)  No se podrán consultar ni los documentos ni los expedientes regulados por normas que impiden su consulta por tratarse de:
1.  Materias protegidas por el secreto comercial o industrial,
2.  materias referentes a política monetaria, la Defensa y Seguridad del Estado y la investigación de delitos,
3.  materias referentes al ejercicio por el Gobierno de competencias constitucionales no administrativas,






4.  y cualesquiera otras, que se regirán con arreglo a las disposiciones que las regulan.
2. La denegación o limitación del derecho de acceso, en las circunstancias previstas en el apartado anterior, deberá producirse motivadamente y por escrito, consignándose en tal caso las circunstancias y extremos exigibles a los actos administrativos.
Por tanto, en conformidad con la normativa antes citada y en aras a facilitar el acceso a aquella parte de la información que no está afectada por el régimen de protección del derecho fundamental a la protección de datos personales, en aplicación de los plazos previstos en la normativa de patrimonio histórico, se debe dar al solicitante acceso exclusivamente a los datos (nombre y apellidos) de aquellas personas de las que se tiene certeza que han fallecido hace más de 25 años y denegar el acceso a la información solicitada en todos aquellos casos en que no existe esa certeza.

2.- Listado de lugares de memoria.

En la petición de información se pide también disponer del listado de lugares de memoria.
Esta Administración no tiene elaborado un listado de “lugares de memoria”. En consecuencia, procede inadmitir esta petición ya que disponer de un listado en tal sentido requeriría de la previa realización de un análisis exhaustivo y de la elaboración de un estudio concreto sobre este tema en base al conjunto de documentos relacionados con la Guerra Civil y el Franquismo existentes en el Archivo del Territorio Histórico de Álava y en el Archivo Histórico Provincial de Álava —este último ahora gestionado por la Diputación Foral de Álava—, e incluso en archivos o bases de datos pertenecientes a otras Administraciones Públicas. Tal petición excede de los límites del artículo 18 de la LTAIBG; en concreto, incurriría en la causa de inadmisión prevista en el artículo 18.1, apartado c): “Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración”, y de acuerdo con la previsión del artículo 34.1 de la Norma Foral de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno del Sector Público del Territorio Histórico de Álava.
3.- Cuantos elementos puedan contribuir a recuperar la memoria histórica relativa al Territorio de Álava y sus convecinos. Entre otras las resultantes de los testimonios recogidos en la Oficina de Víctimas.

La petición en relación a cuantos elementos puedan contribuir a recuperar la memoria histórica resulta tan genérica que podría asociarse a cuanta información relativa a la Guerra Civil y el franquismo pudiera haber en esta Administración. Son numerosos los expedientes relativos a alguna materia relacionada con la petición que pueden encontrarse en los fondos documentales custodiados tanto en el Archivo del Territorio Histórico de Álava (titularidad de la DFA), como en el Archivo Histórico Provincial (de titularidad estatal y ahora gestionada por la DFA).
El acceso a la documentación obrante tanto en el Archivo Histórico del Territorio Histórico como en el Archivo Histórico Provincial está sujeto a la normativa de patrimonio histórico en conjunción con la normativa en materia de protección de datos. Ambos archivos disponen de herramientas de búsqueda adecuadas para conocer los fondos documentales custodiados y facilitar el acceso a documentación concreta que pudiera ser de interés para cuantas personas interesadas, que tengan un interés legítimo en su consulta o que requieran la documentación con un fin investigador, puedan acceder a ella.
Sin embargo, una petición genérica relativa a dicha documentación puede entenderse fuera de la finalidad de la Ley de Transparencia y de carácter abusivo, resultando aplicable la causa de inadmisión prevista en el artículo 18.1.e) de la LTAIBG, en su interpretación dada por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en su criterio CI/007/2015. Así, una solicitud puede entenderse






abusiva cuando, entre otras razones, “requiriera un tratamiento que obligara a paralizar el resto de la gestión de los sujetos obligados a suministrar la información, impidiendo la atención justa y equitativa de su trabajo y el servicio público que tienen encomendado, y así resulte de acuerdo con una ponderación razonada y basada en indicadores objetivos”. Asimismo, señala el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno que “la solicitud se considerará justificada con la finalidad de la Ley de Transparencia cuando se fundamente en el interés legítimo de:
· Someter a escrutinio la acción de los responsables públicos.
· Conocer cómo se toman las decisiones públicas.
· Conocer cómo se manejan los fondos públicos.
· Conocer bajo qué criterios actúan las instituciones públicas.”

Añade el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, que “consecuentemente, no estará justificada con la finalidad de la ley cuando: No pueda ser reconducida a ninguna de las finalidades señaladas con anterioridad y así resulte de acuerdo con una ponderación razonada y basada en indicadores objetivos”.

En consecuencia, atendiendo al criterio interpretativo antes expuesto, resulta materialmente imposible dar traslado o permitir la consulta al solicitante de la totalidad de la documentación que relacionada con la memoria histórica custodia esta Administración.

En su virtud, haciendo uso de las facultades que me competen de acuerdo con el artículo 35.1 de la Norma Foral de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno del Sector Público del Territorio Histórico de Álava,

DISPONGO

Primero.- Dar acceso al listado de personas represaliadas por el franquismo de las que se tiene certeza que han fallecido hace más de 25 años y que se anexa a esta solicitud, y denegar el acceso a la información solicitada en todos aquellos casos en que no exista esa certeza, por las razones expuestas en la parte expositiva de la presente resolución.

Segundo.- Inadmitir la solicitud relativa a un listado de lugares de memoria por concurrir la causa de inadmisión del artículo 18.1.c) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, de acuerdo con el artículo 34.1 de la Norma Foral de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno del Sector Público del Territorio Histórico de Álava.

Tercero.- Inadmitir la solicitud relativa a cuantos elementos pueden contribuir a recuperar la memoria histórica relativa al Territorio de Álava y sus convecinos, por concurrir la causa de inadmisión del artículo 18.1.e) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, de acuerdo con el artículo 34.1 de la Norma Foral de Transparencia, Participación Ciudadana y Buen Gobierno del Sector Público del Territorio Histórico de Álava.

Cuarto.- Notificar este Decreto Foral al interesado y comunicarle que contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, podrá interponerse recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses o, previa y potestativamente, reclamación ante el Consejo Foral de Transparencia en el plazo de un mes; en ambos casos el plazo se contará desde el día siguiente al de la notificación de la presente resolución.







Vitoria-Gasteiz,






Ramiro González Vicente
Diputatu nagusia Diputado General

Nekane Zeberio Ganzarain
Diputatu Nagusiaren Kabinetearen zuzendaria Directora del Gabinete del Diputado General
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